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TUMBES
ARMANDO INGA CASTILLO

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lir¡a. I5 de octubre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Armando Inga Castillo
contra la resolución de fojas 76, de fecha I de junio de 2017, expedida por la Sala
lspecializada Civil de la Corle Superior de Justicia de Tumbes, que declaró
improccdente la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

1. E¡ la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, pr¡blicada en el diario
oll Peruano e7 29 de agosto de 2014, este T bunal estableció, cn el

49, con carácter de precedellte! que se expcdirá sentencia interlocutoria
ria, dictada sin más trámite. cuando se presente alguno de los siguientes

iruestos, que
Norlnati\'o del Triburral Co¡stitucional

a) Ca¡ezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de De¡echo coDtenida en el recurso no sea dc especial

tmscendencia constitucional.
c) [,a cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del T bunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimato a en casos sustancialmente igualcs.

2. En la sentcncia emitida en el Expediente 0073 8-201 I -PA/TC, pubiicada el 25 de
mayo de 2011 en el poltal web institucional, el Tribunal Constitucional declaró
infundada la demanda de amparo por considerar que, de conlbrmidad con las
sentercias emitidas en los Expedientes 00002-201o-PI/TC y 03 81 8-2009-PA/'t C,
asi como en la resoh.¡ción emitida en e1 Expediente 00002-2010-PVTC, el regimen
de p¡otección sustantivo-repamdor contra el despido arbitrario, previsto en el
régimen laboral espccial del contrato administrativo de servicjos (CAS), guarda
confo¡midad con el artículo 27 de Ia Constitución. Por esta razón, al quedar
denrostrado que 1a demandante mantuvo una relasión Iaboral a plazo determinado
clue culminó al vencer el plazo estipulado en su último CAS, la extinción de la
relación laboral se produjo de forma aulomática, conibrme al Dccreto Supremo
075-2008-PCM.

igualmente están contenidos en el a ículo I I del Rcglamento
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3. El objeto de la demanda es que al recur¡eDte se le reponga en el puesto de director
dist¡i1al de Delensa Pública de Tumbes, al conside¡a¡ vulnerado su derecho
constitucional al trabajo y otros dercchos, en la relación laboral que mantenía con la
demandada bajo la modalidad de conlratación administrativa de servicios (CAS),
conlb¡me se corobora del contrato administrativo de servicio (ftl 3 a 7) y de Ia
Carta 1 066-201 6-OGA-ORRHH (l 8).

4. El presente caso es sustancialmente igual al resuelto, de manera descstimatoria, en
el Expediente 00738-201 l-PA/TC por dos razo¡es: 1) se pretende dejar sin efecto el
despido del cual ha sido objelo el recünente y ordenar la reposición en el cargo que
venia desempeñando; y 2) ambas demandas se sustentan en que el demandantc
prcstó scrvicios persolales de l¡rma ininterrumpida y sujeto a subordinaoión bajo el
régimen de contratación administrativa de servicios (CAS).

5. En consecucncia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 4 sap¡ar se verifica quc el
prcsente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápile d) del fundamcnto 49 de la sentencia emitida cn el Expediente 00987-201,1-
PA,/TC y en el inciso d) del aftículo 11 del Reglamento Normativo del T¡ibunal
Constitucional. Por esla razón, corresponde declarar. sin más trámite, improcedente
cl recurso de agravio constitucional.

Por cstos fundamertos, el Tribunal Constilucional, oon la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Perú, el fundamento de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado
para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado Feüero Costa,

Además, se incluye cl fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Ilarrera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio co¡lstitucional

Publíquese y notifiquese.

SS

MIRANDA CANAL¡]S
SÁRDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BARREILA

<.
Lo. t,
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FUNDT\MENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

Si bien estoy dc acue¡do con el fallo de la sentencia inte¡locutoria expedida en autos,

disciepo dc su fundamentación.

En el acápite b) dcl fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-
2014-PA/TC 

-precedente 
Vásquez Romero este Tribunal Constitucional señaló que

debe rech¿zaNe el rccurso de ag¡avio constitucional cuando la cuestióo dc Derecho que

oonliene no sea dc cspccial trascendencia coDstitucional.

En estc caso, la paÍe demandante solicita su reposición en el puesto de trabajo. por

considerar que fue despedida arbitrariamente. Sin embargo, como he señalado
repetidamente en mis votos emitidos como magistrado de este T bunal Constitucional,
considero que nuestra Constitución no establece un régimen de estabilidad laboral
absoluta.

dcbc scr e¡rcndido car¡o l¡:t posíbílí¿ú¡! de üc&¿et librcnetúe al ¡nercddo ldbotal o a
desotollar lo aúíúdad eco ónica que u o quícrd, dentro dc tos linites que Id ler
estdblccc par rdzones ¿¿ orden públ¡,:o. Solo esta interpretación es consistente con las
liberlades de conxalación y trabajo consagmdas en el aíiculo 2", i¡cisos l4 y I5; la libertad
de enrpresa esrablecida en el articulo 59'; y, la visión dinámica del proceso económico
contenida cn el afículo 61" de la Conslilución.

Así, cuaDdo el a jculo 27 dc la Constitución dc 1993 establece quc "la ley otorga al

trabajador protección adecuada contra el despido arbitrario", se refiere solo a obte¡cr
una indemnización determinada por la ley.

A mi c¡itc¡io, cuando la Constitución utilizó el adjeft,to drbitrario, e¡globó tanto al
dcspido rrlo cori,o al in¡ustificado de los que hablaba el Decreto Legislativo 728, Lcy
de Fomenlo delEmpleo, de 12 de noviembre de 1991.

Esto es así po¡que, según el Diccionario de la Lengua Española, arb¡trario es

SujeLo a la libre lolüntad o al capricho antcs quc a la ley o a Ia razón.

Indebidamente, la Ley 26513 
-promulgada 

cuando ya se encontmba vigcntc la actual
ConstitucióD pretendió equipa¡ar el despido que la Constitución denomtDó arbitrrtrio
solo a lo que la vcrsión original dcl Dccrcto I-cgislativo 728 llañó injustiÍcddo-

A mi entender, el dc¡ccho al trabajo consagrado por el articulo 22 de Ia Constitución no
incluyc la .eposición. Como señalé en el voto singular que emiti en el Expcdicntc
05057 2013-PA/]C, Precedente Huatuco Huatuco, el derccho al trabajo
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Semejantc opcración normativa implicaba añrÍnar quc el despido rrlo Do puede ser

dcscrito como "sujeto a la libre voluntad o al capricho antes que a la ley o a la razón", lo
que es evidentemelte inaceptable.

Más allá de su deficiente lógica, la Ley 26513 tuvo como consecuencia resucitar la
reposición como medida de protección frente a un tipo de despido, entregándoles a los
jueces poder para forza¡ la continuidad de una relación de trabajo.

lsta ¡ueva clasiñcación -que se mantiene en el Texlo Único Ordenado del Decieto
Legisl¿tivo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado mediante
DecretoSupremo003-97-TR esinconstitucional.

Lamentablemente, este erTo¡ fue ampliado por el Tribu[a] Constitucional 1nediante los
casos Sindicato Tclcfónica (2002) y Llanos Huasco (2003), cn los quc dispuso que
corrcspondia la reposición incluso frente aldespido arbitrario.

Al tiempo que extrajo la reposición de la existencia del amparo laboral, Llanos Fluasco
p¡ctcndió quc se distinguicra cntrc cl dcspido nulo, cl incausado y el f¡audulento. Asi,
si no convencia, al menos confundiría.

A mi criterio, la proscripción constitucional de la reposición incluye, cieflamente, a los
trabajadores del Estado sujetos al Decreto Legislativo 276 o a cualquicr otro ¡ógimen
Iaboral público.

El dcrccho a la rcposición dcl régimen de la canera administmtiva no sobreviv:ó, pucs,
a la promulgación dc l¿ Constitución cl 29 dc diciembre de 1993. No cambia las cosas
qüe hayañ transcuÍido casi veinticinco años sin que algunos se pcrcatc¡ de ello-

Por tanto, considero que el recurso de agravio constifucional debe rechazarse porque no
cstá relacionado con el contenido constitucionalmcnte protegido del derecho invocado.

S

co:

SARDóN DE TAROAD,T

Lo

La Constitución de 1993 evitó cuidadosamente utilizar el témino "estabilidad laboral",
con el que tanto su predecesora de 1979 como el Decreto Legislativo 276, dc 24 de
mar,,o de 1q84. se relerian a la reposicion.
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FUNDAMEN'TO DB VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARREtdA

Coincido co¡ el senaido de lo resuelto por mis colegas, pero me permiro señalar Io
siguiente:

Iln primer ténnino, y sin duda alSuna, una preocupación central de quien impañc
justicia en general, y de este Tribunal Constitucional en parlicular, es la dc
asegurar el cumplimiento de sus decisiones. En ese sentido, en la scntcncia
recaida en el Expediente 00002-2010+'1ll C se dcclaró infundada Ia demanda
de inconstitlrcionalidad, interpuesta en contra del Decreto [,cgislativo 1057,
qüc regula cl Régimen Especial de Contratación Adminislrativa de Servicios
(crAS).

Lsto ha llcvado a quc cl 'Iribunal Constitucional haya desestimado, en
numerosas ocasiones, demandas donde trabajadores c¡ue laboraban al ampa«r dc
este régimen especial habían solicitado su reposición en el cargo que venian
desempeñando en condición de trabajador permanente, alegando la
dcsnaturalización de su contrato- Esta práctica constante, como queda claro,
resulta coherente con 1o decidido en la sentencia recaida en el Ilxpedicntc
00002-2010-PI/TC.

Ahora bien, y más a1lá de lo señalado a niveljurisprudencial. resulta perl;nente
recordar que el Régimen Especial de Contralación 

^dministrativa 
de Servicios

(C^S) surgió con la intención de dejar atrás la Conlrataoión por Servicios No
Personales (SNl'). aftpliamenle exlend;da a in;cios de la década pasada. Sin
e¡nbargo, rcsulta claro quc, lucgo de varios años dc utilización, no parece que

esle sistema de contratación responda actualmente al objclivo dc forjar una

administración pública eficiente. basada en la meritocracia y la igualdad de

oportunidades en el acccso a los cargos públicos.

lln cfccto, cllo no podía scr dc otro modo dada la temporalidad o, mcjor dicho. la
lralrsitoriedad quc deb,a tcner este régimen especial y que quedó plasmado en la
l,ey 29849. que eslablece la eliminación progresiva del Régimen Especial del
Dccrclo Legislativo 1057 y olorga derechos laboralcs, en cuyo a(ículo I sc

dispuso como obietivo "establecer la eliminación del Régimen Especial de
Contratación Administraliva de Servicios, regulado mediante el Decrelo
Legislativo 1057. (...) La eliminación del referi<1o régimen se efectúa de rnanera
progresiva y de conformidad con las disposiciones establecidas en la presente

t,ey".

l

l.

2.
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Sin cmbargo, y contra lo que pudiera pensa.se, lo cierto cs quc, dcspués dc
varios años. el Régimen Especial de Contratación Administrativa de Servicios
(CAS) no solo continúa existiendo sino que también ha venido crcciendo dc
manera sostcnida a una tasa promedio anual de 8olo en el período 2009 2016,
de tal forma que actL¡almente representan al 22% del empleo público sujeto a un
rógimen labotal, como bien se desprende del lnlbrme "Régimen Especial dc
Conlratación Administrativa de Ser.¡icios", emitido por la Autoridad Nacional
del Servicio Civil (Servir).

ln mérilo a lo expuesto, este Tribunal estima quc la cobertura constitucional y
lcgal de esle régimen especial no puede ni dcbe cntenderse como una constanle,
y sin variación alguna en el tiernpo, máxime si cada ve2: son más el número de
causas que plantean problemáricas complcjas que giran en torno a la
pqrmanencia de esle régimen. Citamos, a modo de ejemplo, los casos dc
lrabajadoras embarazadas a las que no se les renueva cl contrato, trabajadores
sindicalizados o que buscan lormar un sindicato, tmbajadores que son
contraládos inicialmente bajo diversas modalidadcs para luego, con el fin de no
otorgar Ia rcposición en un eventual proceso j ud ic ial, se les hace firmar contratos
CAS, entre otros supuestos,

Siendo así, cabe preguntarsc por ouánlo licmpo más el mantenimiento de estc
rég¡nen cspccial co¡lará con una cobertura constitlrcional y lcgal suficicnle.
muy independientemente de las lo¡bles intcncioncs que podrían guiar a quienes
han perrnitido su permanencia. Iln ese sentido, considero que éste representa un
punto sobre cuyos alcances conviene conversar.

Por último. conviene pronunciarse si en tnérito a la propia estructura del
Tribunal Constitucional pemano, los procesos que allí se atiendcn y lo qüe
implica materializar las sentencias ya emitidas, esle Alto Tribunal cuenta con la
debida capacidad operativa e institucional para afiontar los problemas existentes
cn cl cscenar;o aqui descrito.

Adelantando algo de esa discusión, convendría scñalar que si bien es cieÍo que
el ejercicio de las competencias explicitas c implícilas de un Tribunal
Constitlrcional puede reivindicar ciertas firncioncs y polestades para sí, aunque
no sc encuenlran expresamentc rcconocidas para é1, siempre y cuando se
encuenlren den¡ro de lo "constilucionalmente necesario", y no, como alcgan
alglrnos. de lo "constitucionalmentc posible' . Señalo esto en mérito a quc
considero que, en estricto rcspclo a una separación de funcioncs y un crilerio de
corrección l'uncional, e1 Tribunal Constilucional peruano dcbe entender que en
rigor a quien colresponde solucionar la problemática en torno a la aún

6

7

ll

5.
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permanencia del Régimen Especial de Contratación Administrativa de Servicios
(CAS) es al legislador.

Estamos pues ante malerias sobre las cuales se hace necesario conversar! y
evaluar lo decidido en su momento, máxime cuando se aprecia que no se están
produciendo los cambios legislativos quc estc'liibunal Conslitucional había
tomado como presupuesto para decidir en determinado senlido en las
controversias que resuelvc cn rclación a este régimen especial.

Como sín¡esis entonces a este pr¡ner tema, en tanto y cn cuanto cl Rógimcn
Especial de Contratación Administrativa de Scrvicios (CAS) se encuenlra
plenamente vigente y su constitucional;dad ha sido confirmada, lodavía seguirán
existiendo pronu¡ciamicntos que guarden coherencia con dicha posición. Sin
embargo, resulta indispensablc analizar si Io ahom previsto permite una
paÍicipación del Tribunal ConstitLrcional peruano que, sin romper Ios
patámelros constilucional o legalmente necesarios y su rcal capacidad
opcrativa, pueda añontar los problemas derivados de la supervivencia de este

régimen especial, más allá de lo inicialmente proyectado.

Ahora bien, también existe Lrn segundo tcma que anotar; y es que la labor del
juez oonstitucional, que tiene por fin último el reconocimiento y la 1ulela de los
derechos, debe. precisamente. superar cualquier dificullad. limitación o
lormalidad que dillculte ese quehacer. [n csc scntido, debe dejarse de lado
cualquier interpretación f'ormalista de una nomla o un concepto. Además. debe
corregirse en sede de la interpretación constitucional cualquier lectura formalisla
y en puridad técnicanrcnte incorrecla de la normatividad vigente, máxime si se

trata dc tutelar Ios derechos.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

.?

9

S.

Loq

6.

t

Lo recientemente scñalado, por cierto, no debe ]levar al inmovilismo de un
Tribunal Constitucional, cuya labor es precisamente la de defender y prornover
la f¡erza normativa dc Ia Constitución y la vigencia electiva de los derechos,
Iabor que. por cierto, implica resolver contonre a Derecho, inclusive muy a

despecho de los vacíos o insuficiencias que pueda presentar el ordenamiento
juridico vigente del pais donde le toca actuar.

G1
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la poteslad que me otorga la Constilución, y con el mayor respeto por la ponencra
de ¡ri colega magislrado, eñito el presente volo singular, para expresar respetuosamenle
quc disiento del precedente vinculante establec¡do en la Sentencia 00987-2014-PA/TC.
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNsrlIUCloNAL CoNro coRTE DE REVISIóN o FALLo y No DE

CASACIÓN

La Constitución dc 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y Ia Constitución de 1993 convirtió alTribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por pri¡nera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso Ia creación de un órgano ¿ld roc, independiente del Podcr
Judicial, con la tarea de garantizar la sL¡premacia coñstituoional y la vigencia plcna
de los derechos fundamentales.

2. La l-ey Fundamental de i979 establcció que el Tribunal de Garantías
Conslitucionales era un órgano de control de la Constitución, que teniajurisdiccidn
en todo el terrik»io nacional para conocer, ¿n vía de casacíón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constifuía una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lcsión a Ios
drre.'hos rriunocidos en la ConsrilLr'ion.

3. En ese sentido, la Lcy 21385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantias
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus afliculos 42 aI46, que
dicho órgano, al encontra. una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplioado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitac¡ón y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia v, ¡uego de
scñalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
Rcpública (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamienlos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos collstitucionales
mencionados.

4. El modelo de tulela ante amenazas y vulncración de derechos fuc scriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, hdbeas data
y acción de cumpli¡¡iento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitt¡cional
como ór8ano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica errórreamente como "órgano de control dc la Constitución". No obstante, en

rW
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materia de procesos constilucionalcs de la Iibertad, la Conslitución establece que el
Tribunal Constitlrcional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su articulo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úllilta y
deliniti,¡a ¡nstancía, lds resoluciones denegatorias d¡ctadas en los ptucesos de
habea:; corpus, ampdro, habeas data y acció de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutcla de los derechos lundamenlales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, cor¡o soo el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1\, y "la obsanancia del debiclo proceso y tutela
juritdiccional. Ninguna pelrona pael? s¿r desyia¡.la de la jurisdiccion
prcdetetminclda por la [ey, ni sonetirla a procedimiento distinto de los preiomente
(slablecidos, i jazgada por órganos juri iccionales de excepcíón ni por
comisbnes especiales creadas dl efecto cuolquiera sea su denomínación".
con.dtr.rda en clarlículu llo. inLi,u J.

EL DERECTTo A sf,R oiDo coMo M^Nr¡'EsrACIóN DE LA DEMocRATtzACIóN DE Los
PRoctrsos CoNSTITUCIoNALES DE LA LrB!rRTAn

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constilucional. desde su crcación, es respetuosa, como corresponde, del derecho de

ll,N1

6. Como se adviete, a diferencia de lo qlre acontece en otros paises, en los cuales cl
acccso a la úrltina instancia constitucional tiene lugar por la \ía del cefl¡or,tri
(Suprcma Corte de los Estados Unidos), en el Peru el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitució¡t capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho c¡ sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesla amenaza o lesión de un derecho lundamental, se
debe abrir la vía cor¡espordiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pcro la apertura de esta vía solo se produce si se pe.mite al
peticionantc colaborar con los jueces constilucionales mediante un pormeno¡izado
anilisis de h' que .< prerende. de lo que 5e in\ o(¡.

7. Lo constituc¡onal es escuchar a Ia parte como concretización de su dereoho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribu¡al Constitucional constituye el más
efectivo medio de delensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunlo de la justicia frente a la
arbitrariedad.
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defensa inhercnte a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

delerminen sus Jerechr¡.. inler(.e. ) obligrciune'.

9. I'recisamente, mi aleiamienlo respeclo a la emisión de L¡na resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con Ia defensa, la cL¡al, sólo es

cfccfiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de ma¡era escrita y
oral, los argumentos pertincntes, concretándose el principio de inmediació¡r que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inlervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto quc la
potestad de administrar justicia consliluye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su cjercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos ;nherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

ll. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también const;tuys un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre Ia eslera de interés de
una peÍsona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
exc¡uyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene ei deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos quc justifican sus decisiones, porque el Tribuüal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso quc resuelve.

12. En ese sentido, la Code Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que cl
derecho de defensa "obliga al Estatlo a tatar al i diyiduo en todo momento como
un verdadero sujeto del ploceso, en el uás amplio sentido de esle coúcepto, y no
rimplemente conlo objeto del mismo").y que "para que exista tl¿bido proieso legal
es precíso que un jüsticiable pueda hacer yaler sus ¡lercchos y defender sus
intereses en^.fornta eJ¿ctiya y cn condicione,, cle igualddd procesdl con otros
justicíables"'.
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1 Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del l7 de noviembre de 2009.
párrafo 29.
2 Corte lDH. Caso Uilaire, Constanrine y Benjamin y orros vs. Trinidad y Toba8o,
sentencia del2l dejunio de 2002, párrafo 146.



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 1iltilililililililtilt ill
EXP. N.' 03 544-2017-PA¡rC
TUMBES
ARMANDO INCA CAS-I'ILLO

NATUIL{LEZA PRocESAL DEL RIcuRSo DE AcR{vIo Coh-s'r't ttictoN^L

13. tsl modelo de "inslancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

15. De conformidad con los aftículos l8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recutso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal Io que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agr¡vio que le.au.a indelen.ión.

16. Por otro lado, la "scntencia inlerlocutoria" establecc co,¡o supuestos para su
aplicación fórrnulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el me.jor de los casos,
re<¡uiere ser aclarado, justilicado y concretado en supuestos específicos, a sabcr,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni .justificarlo,
convierte el empleo de la p¡ecilada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, cl derecho lundamental de defensa. en su manifestación de s€r
oído con las debidas garanlias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, alectando notablemente a los jusliciables, quienes
tendrían que adivinar qu¿ r€solverá elTribunal Const;¡ucional antes de presentar sll
respecliva demanda.

I7. Por lo demás, fl¡rf¿rtis atandís, el pfecedente vinculante contenido en la Scntencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitlrcional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo. constituye una reafirmación de Ia naturaleza
procesal dc Ios procesos constitucionalcs de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, Iitispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y

18. Sin embargo, el hecho de que ¡os procesos constitucionales de Ia libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
morivo para que se pueda desvirtuar la ese¡cia principal del recurso de agravio
constitucional.

ilft

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad Ia denominada
"sentcncia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el reourso de agravio constitucional.
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19. Portanto, si se tiene en cuenta que lajusticia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a lavor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, Io qüe garanliza qlre el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

dereshos esenciales cuando no encuenÍan justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene cn cuenta q!ie, agotada la via constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la.jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrcro Rebagliati, "la delensa del derecho de uno es, al mismo
liempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía const¡tucional
cntraña el acceso a la prestación jur;sdiccional, cada cual al defender su derecho
está dcfendiendo el de los demás y el de Ia comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial autóntica".
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